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Adjunto a Oficio Nº 388 de fecha 7 de junio de 2000, recibido el 15 del mismo mes y año, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Occidental con sede en Maracaibo, remitió a esta Sala Político-Administrativa, el expediente contentivo del juicio por cobro de diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos laborales, interpuesta por los abogados Jorge Luis Carroz, Juan Antonio Rodríguez, Jesús Enrique Belandria  y José Antonio Castillo, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nros. 56.920, 51.604, 53.550, 53.521 y 51.767 respectivamente, en su carácter de apoderados judiciales del ciudadano JORGE MORALES, titular de la cédula de identidad Nº 7.793.713 contra el INSTITUTO NACIONAL DE HIPÓDROMOS (I.N.H.), HIPÓDROMO DE SANTA RITA. Tal remisión se efectuó, en virtud de que dicho Juzgado se declaró incompetente y planteó la regulación de competencia el 31 de mayo de 1999. 

El 19 de julio de 2000, se dio cuenta en Sala y fue designado ponente al Magistrado José Rafael Tinoco. 

En virtud de la designación de los Magistrados Hadel Mostafá Paolini y Yolanda Jaimes Guerrero, y la ratificación del Magistrado Levis Ignacio Zerpa, por la Asamblea Nacional en sesión de fecha 20 de diciembre de 2000, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.105 del día 22 del mismo mes y año, se reconstituyó la Sala Político Administrativa el 27 de diciembre de dicho año, y posteriormente el 17 de mayo de 2001, fue reasignada la ponencia al Magistrado Hadel Mostafá Paolini quien con tal carácter suscribe el presente fallo. 

Efectuado el estudio de las actas que conforman el presente expediente pasa esta Sala a decidir con fundamento en las siguientes consideraciones:

I

ANTECEDENTES
 

Por escrito presentado en fecha 11 de agosto de 1995, los abogados Jorge Luis Carroz, Juan Antonio Rodríguez, Jesús Enrique Belandria  y José Antonio Castillo, antes identificados, actuando con el carácter de apoderados judiciales del ciudadano Jorge Morales interpusieron por ante el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, querella contra el INSTITUTO NACIONAL DE HIPÓDROMOS (I.N.H.), HIPÓDROMO DE SANTA RITA, por diferencia en el pago de prestaciones sociales y otros conceptos laborales, derivados de las funciones ejercidas por el mencionado ciudadano  en dicha Institución.

Admitida la demanda, y sustanciada la causa en su totalidad, siendo la oportunidad para dictar decisión definitiva, el referido Juzgado a través de sentencia interlocutoria del 15 de noviembre de 1996, declinó la competencia para conocer del caso, en el Juzgado Superior Contencioso Administrativo de la Región Occidental. 

Enviado el expediente a través de Oficio Nº 96-616 de fecha 2 de diciembre de 1996, el mismo fue recibido por el Juzgado Superior Contencioso Administrativo, el  5 de agosto de 1997.

El 17 de febrero de 1998, el abogado José Enrique Castillo Rodríguez, actuando con el carácter de apoderado judicial del actor, solicitó se emitiera pronunciamiento sobre la competencia.

El 31 de mayo de 1999, el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Occidental se declaró incompetente para conocer del caso, solicitando la regulación de competencia por ante esta Sala Político Administrativa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil, fundamentándose en lo siguiente:

“(...)de acuerdo a la Gaceta Oficial de la República de Venezuela número 25.750 de fecha miércoles 3 de septiembre de 1.958 acompañada a los autos del proceso, donde se crea el Instituto Nacional de Hipódromos, con personalidad jurídica autónoma y patrimonio propio independiente del Fisco Nacional y adscrito al Ministerio de Agricultura y Cría, se lee en su artículo 21 lo siguiente:

‘Artículo 21. Los empleados del Instituto se considerarán funcionarios públicos. No obstante, gozarán de las prestaciones sociales prevista en la Ley del Trabajo, con excepción de las utilidades. Único: quedan exceptuados de los beneficios anteriores aquellas personas que no presten servicios a tiempo completo a la orden del Instituto’.

En esas condiciones, es evidente que el trabajo de taquillero en la relación ordinaria privada a labor intelectual; por lo cual, de conformidad con lo referido artículo 21 transcrito, tiene condición de empleado, y en consecuencia, los trabajadores del Instituto Nacional de Hipódromos se rigen por la Ley de Carrera Administrativa, por lo que este Tribunal es incompetente para conocer de este asunto; y el competente es el Tribunal de Carrera Administrativa con sede en Caracas y así se declara.” 

 

En consecuencia, el referido Juzgado ordenó “remitir copia de las actuaciones pertinentes, a la Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa, para que resuelva sobre la regulación planteada.”
 

II

DE LA COMPETENCIA DE LA SALA
 


Debe esta Sala pronunciarse en primer término acerca de su competencia para conocer de la regulación de competencia planteada en el presente caso, y en tal sentido observa:


Los artículos 70 y 71 del Código de Procedimiento Civil disponen:

“Artículo 70.- Cuando la sentencia declare la incompetencia del juez que previno, por razón de la materia o por el territorio en los casos del artículo 47, si el Juez o Tribunal que haya de suplirle se considerase a su vez incompetente, solicitará de oficio la regulación de competencia”.

“Artículo 71.- La solicitud de regulación de competencia se propondrá ante el juez que se haya pronunciado sobre la competencia, aún en los casos de los artículos 51 y 61, expresándose las razones o fundamentos que se alegan. El Juez remitirá inmediatamente copia de la solicitud al Tribunal Superior de la Circunscripción para que decida la regulación. En los casos del artículo 70, dicha copia se remitirá a la Corte Suprema de Justicia si no hubiere Tribunal Superior común a ambos jueces en la Circunscripción. De la misma manera procederá cuando la incompetencia sea declarada por un Tribunal Superior”.

 

Ahora bien, en el presente caso se ha planteado un conflicto negativo de competencia entre el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia y el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Occidental con sede en Maracaibo, por lo que al no existir un tribunal superior común a ellos, y visto que en el caso de autos, uno de los tribunales declarado incompetente, forma parte de la jurisdicción contencioso administrativa, esta Sala Político-Administrativa al ser la cúspide de dicha jurisdicción, es la competente para conocer el referido conflicto de competencia.   Así se declara.
 

III

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR
 

Siendo la oportunidad para decidir la presente regulación de competencia, corresponde a esta Sala constatar los elementos de la relación laboral entre el ciudadano JORGE MORALES y el INSTITUTO NACIONAL DE HIPÓDROMOS (I.N.H.), HIPÓDROMO DE SANTA RITA, presentes en el expediente judicial formado con ocasión de la presente causa.
Así pues, observa la Sala que corre inserto en autos desde el folio veintidós (22) al veintisiete (27) ambos inclusive, como anexo “2” al libelo de la demanda presentado por el apoderado del actor, acta convenio de fecha 24 de septiembre de 1992, suscrita por la Directiva del Sindicato de Trabajadores por Reunión del Instituto Nacional de Hipódromos en el Estado Zulia, y el Presidente del Instituto en su calidad de representantes de ambas partes, para fijar contractualmente los beneficios laborales “con ocasión del Proceso de Reestructuración del Instituto Nacional de Hipódromos”. De este documento, resalta la cláusula segunda de acuerdo a la cual, el cómputo del tiempo de servicio se hará según lo pautado por el artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo. Igualmente expresa la cláusula séptima, que la cancelación de preaviso debe hacerse conforme al artículo 104 eiusdem.
Aunada a esta acta convenio, destaca igualmente el anexo “3” del libelo de la demanda, el contrato colectivo de trabajo (fecha ilegible) suscrito por los representantes del INSTITUTO NACIONAL DE HIPÓDROMOS, la CONFEDERACIÓN DE TRABAJADORES DE VENEZUELA, la FEDERACIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES DEL HIPISMO, CANÓDROMOS (ilegible), SIMILARES Y CONEXOS DE VENEZUELA (FETRAHIPICA), FEDERACIÓN REGIONAL DE TRABAJADORES DEL ESTADO ZULIA (FETRAZULIA), SINDICATO DE TRABAJADORES POR REUNIÓN DEL INSTITUTO NACIONAL DE HIPÓDROMOS (SINTRENEZ), para regir las “relaciones laborales de los trabajadores por reunión que presten servicios en el INSTITUTO NACIONAL DE HIPÓDROMOS  en el Estado Zulia”, el cual corre inserto desde los folios veintinueve (29) al cuarenta y cuatro (44).

En esta convención colectiva, su cláusula décimo tercera (13) admite la aplicación del artículo 43 de la Ley Orgánica del Trabajo, para el caso de anticipos de liquidación por tiempo de servicio; la aplicación del fuero sindical dispuesto en el artículo 204 eiusdem, en la cláusula vigésimo primera (21) y la intervención del Sindicato, en la propuesta de trabajadores que ingresen a la institución de acuerdo a lo pautado en la cláusula vigésimo tercera (23).

Con estos dos instrumentos, se evidencia entonces claramente de autos para esta Sala, el régimen privado contractual que rige para los trabajadores calificados como trabajadores por reunión dentro del Instituto Nacional de Hipódromos, como es el caso de la parte actora en la causa sub-examine.

A mayor abundamiento, es importante acotar, que en la relación planteada entre los trabajadores por reunión y el Instituto, es determinante precisamente la presencia de normas provenientes de la legislación laboral común y la disposición libre por las partes del vínculo laboral, en ámbitos que en materia funcionarial están justamente reservados a disposiciones inmodificables e inderogables por las partes, como es el caso de la intervención sindical para la proposición de trabajadores que presten servicios dentro de la institución. 

En consecuencia, es competencia de la jurisdicción laboral ordinaria, el conocimiento del presente proceso. Así se  declara.
III
DECISIÓN

 

Atendiendo a los razonamientos expresados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA QUE LA COMPETENCIA, para conocer de la querella interpuesta por los abogados Jorge Luis Carroz, Juan Antonio Rodríguez, Jesús Enrique Belandria  y José Antonio Castillo, actuando en su carácter de apoderados judiciales del ciudadano JORGE MORALES, contra el INSTITUTO NACIONAL DE HIPÓDROMOS (I.N.H.), HIPÓDROMO DE SANTA RITA, corresponde al Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia. En consecuencia, se ORDENA remitir el presente expediente al referido Juzgado, a los fines de que, una vez notificadas las partes, pase a dictar sentencia en la presente causa sin más dilación.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Cúmplase lo ordenado. 
Dada,  firmada  y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veintiseis (26) días del mes de septiembre de dos mil dos (2002). Años 192º de la Independencia y 143º de la Federación. 

         El Presidente, 

 

LEVIS IGNACIO ZERPA
El Vicepresidente-Ponente,
 

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
                 Magistrada,

 
YOLANDA JAIMES GUERRERO
La Secretaria,
 
ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
Exp. Nro. 2000-0815
En primero (01) de octubre del año dos mil dos, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 01185.
 

 

